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I

PODER DE NEGOCIACIÓN Y REGÍMENES DE REGULACIÓN

COLECTIVA LABORAL

Alejandro Gallart Foich, en su espléndida monografía sobre «Las Conven-
ciones Colectivas de Condiciones de Trabajo en la doctrina y en las Je_£Íj'a'
ciones extranjeras y española-', hace referencia a un tópico en el que inci-

(') El presente trabajo es el texto de la ponencia que presentó el autor ;: 'as
IV Jornadas de Profesores Españole? de Derecho del Trabajo, celebradas en fl :;«•>
de junio en la Facultad de Derecho de la Universidad de Oviedo. Agradezco a ¡CÍ- ..MÍ—
rentes las sugerencias que me formularon, que he procurado recoger en la rcdr.c;jó:?
definitiva.
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r.iar. Lis primeras obras dedicadas .1 los convenios colectivos, consistente en
;cr..st;tuir la mayor parte de sus páginas una apología de esta forma de deter-
r.-.ir.ación de condiciones de trabajo, haciendo continuas alusiones críticas a ia
'.::si:ir:cic:icia del contrato individual cíe trabaio. En el tiempo histórico que
r.:s ha tocado vivir resulta inútil destacar la importancia de los convenios
-^--•e'.ivos de trabajo, porque hoy s¿ ¿límite como lugar común al tratar d>_-

r.ó.s l.'.l-.ovales vn ;inn sociedn:) indusrvn! qi'.i- nc p'.uvde existir unn.
de las relaciones de poder y autoridad, ni un control de. la protesta

-•-.•va!, sin la previa negociación de un complico de normas que regulen las
vucienes entre las Empresas y ¡os trabajadores. Respecto de estas normas, la
"--cociación colectiva se presenta justamente como un proceso continuado de
.-• .: wicion rti' normas, sicntio el i'onwino i-csulianic el «xjiüVak-íKe t«c VL.
iiT.'.isticio o tratado de paz. lo que significa, a la postre, que los Sindicatos
requieran un cierto número de ventajas de los empresarios a cambio de. un
"íeríodo de paz social.

De otra parte, el convenio colectivo implica siempre un modo de partici-
pación del trabajador en el poder económico, en la medida que es posible
conseguir a través de la confrontación entre los copartícipes sociales una m e
ir;a de las condiciones económicas y sociales de los trabajadores. Unida a esta
:L;nción se encuentran, del lado de las Empresas, un haz de posibilidades de
racionalización del proceso productivo y de utilización marginal de la mano
re obra para conseguir más aitos niveles de productividad.

Sin embargo, un sistema de relaciones laborales exige situar la negociación
colectiva como un elemento normal mediante el cual conjugar las diferencias
entre los copartícipes sociales a través de una confrontación continuada, que
se materializa en el establecimiento de acuerdos a niveles diferentes y de
contenido variable, y que guarda correspondencia con el marco político y ei
sistema social en su conjunto. Cobra así sentido la finalidad que atribuyera
Saiig Pelgman, en i9$6, a la negociación colectiva desde un punto de vista
*;er.eral: «Es un medio técnico -decía este discípulo de John R. Coraraons
•>' cofundador de la Escuela de Wisconsin — a través del cual las clases y los
grupos inferiores ejercitan una incesante presión con el fin de obtener una
siempre más amplia participación en el poder social, así como un nivel de
vícu más elevado y una mayor seguridad y libertad para sus miembros".

En cualquier caso, para que la negociación colectiva se constituya en un
principio de autoadministración económica, en una forma de autodefensa, en
i::i recurso eficaz para evitar la concurrencia necesitada de los trabajadores
cr. el mercado de trabajo, en un medio de fijación de los costes salariales y
^i su repercusión sobre los precios y, también, en un instrumento funda-
r.:_-.-.tal para la Ínstitucionalización del conflicto de clases, se precisa de la con-
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:• .•."•.•encía de dos premisas imprescindibles: En primer término, del reconocí'
rruiíito de una igualdad de poder de negociación a las partes contratantes para
p:r.er llevar a cabo una verdadera composición de intereses económicos: de
cí-vi parte, se requiere que la densidad de la intervención estatal no ahogue
i., determine las posibilidades de un entendimiento directo para llegar a un
ii-.'.ste de intereses sobre la base de la negociación. La contemplación de ia
• uiiciad laboral en los países industrializados pone actualmente de manifieste
I'•-? esta igualdad puede romperse tamo por la existencia cié tra'o¿s msíUü-
<:.:::iles que impidan una confrontación efectiva y un entendimiento directo.
:--;& por el maximnlismo de la acción reivindicativa animada por unos idea-
(•:• revolucionarios. Orillando fenómenos patológicos, es siempre deseable que
• '.-.vnslp.dor tenga presente que las posibilidades de desarrollo para un sistem.i
: : relaciones laborales dependen del establecimiento de un marco ínstitr.an
•".;'. en el cual se reconozca a las organizaciones de empresarios y trabajadores
I,Ü posibilidades de una negociación sobre las bases de responsabilidad, leal'
ri:. y recíproca colaboración.

II

CONDICIONAMIENTO HISTÓRICO DE LA NEGOCIACIÓN

COLECTIVA EN ESPAÑA

La negociación colectiva en España ha sido un fenómeno condicionado his-
t:ricamente por estos tres factores: la tardía reacción del poder público ante
U: libertades sindicales y la negociación colectiva; la actitud revolucionaria
¿e !as centrales sindicalistas españolas de mayor volumen de afiliados, y, por
último, la continuidad que se advierte en las experiencias corporativas, que
I.m supuesto un verdadero trucaje del sistema de relaciones laborales en Es-
pina a partir de i926.

i. La carencia de una normativa estatal

Surge el convenio colectivo en España a finales del siglo XIX, procedían-
«.'•;se a su introducción episódica como medio de resolver situaciones de con-
f:::o colectivo, pero careciendo durante una muy larga etapa del imprescin-
dible sustento institucional. Se proyectó contra la afirmación y desarrollo de
l.i negociación colectiva la misma oposición que encontraba el naciente sindi-
:i!ismo obrero, que no sólo por su ideario, sino, fundamentalmente, por la
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realidad cíe unos hechos imperados por los poderes públicos, se verá obligado
a manifestarse con una protesta violenta e, intermitentemente, a vivir en la clan-
desíinidad. Hay que alcanzar los primeros veinte años de nuestro siglo, cv-zn*
do el poder público pone en vigor las primeras leyes laborales que inciden con
un alcance configurador en la relación individual de trabajo, para encor.trar
un primer reconocimiento de la autonomía colectiva como fuente complerr.sn-
tana y residual. Así, en concreto, la ley de Descanso dominical de i9o/j, k ley-
de Jornada mercantil de i9r8, el Real Decreto de x9i9, sobre Jornada máxima
legal, etc., aluden, a la posibilidad de que los pactos colectivos adecúen y
precisen a ías necesidades concreto de las .Empresas los preceptos legales. A es-
ios acuerdos los llamó Gailart Folch, con elegancia y precisión técnica, «pactos
colectivos cié moé?lizz.á.én de leyes reguladoras del txo.bajo».

También durante el primer cuarto del sigla XX hay una sucesión ¿z in-
tentos para conseguir el reconocimiento legal del convenio colectivo y ;::-o
ceder a regula!- su establecimiento. Son, sin embargo, intentos fallidos que sz
inician en el año i9o2 con el proyecto o!e reforma del Código civil, de IVic-n-
tiiía, continuando con el proyecto da ley de Contrato de trabajo, de Dí.v;:3a,
en i9o6, al que suceden los proyectos de Burgos y Mazo sobre ley de Cin-
trato de trabajo y ley de Sindicación, Ion dos de i9i9, y que terminaron con ei
proyecto de ley de Contrato de trabajo elaborado por el instituto de Reformas
Sociales entre i9;u y 1924. Por fin, el Código de trabajo presta reconed-
miento legal ai convenio colectivo, pero la implantación de la Organización
Corporativa Nacional, por el Decreto de 26 de noviembre de i9z6, de una
parte, y la confusa regulación de íes ^oiivenios, de otra, restaron ai íeconrri'
miento de la institución la proyección práctica que se hubiera podido esperas1*
Sucede a esta primera experiencia corporativa el régimen de Jurados mixtos
de la II República, introducido por la ley de 27 de noviembre de I9?!. Tam-
bién Gailart Folch adivinó con éxito lo que sucedería: «toda la ordenado:*
del trabajo será paritaria y las convenciones colectivas de normas de trabaje
desaparecerán casi totalmente entre nosotros".

.i. La VXÜ revolucionaria del sindicalismo

El endurecimiento de nuestras organizaciones profesionales de Irabajadcíeí.
afirmándose de continuo en una actitud revolucionaria, las llevó progre-
sivamente a alejarse de una contratación colectiva permeable a unas reivindi-
caciones acompasadas a las posibilidades económicas del momento. La crenc-
logía del sindicalismo español muestra en sus fechas cruciales que no tuve
mucho tiempo para afirmarse como poder normativo de la reforma serial,
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Tanto la carencia de un marco apropiado para la negociación colectiva y e'i
libre ejercicio de las libertades sindicales, como el hermetismo de las esíruo
turas de participación del sistema político a ios líderes obreros, llegaron a
margina».' la lucha social de los centros de poder político. Este desplazamiento
imprimió un tono cíe lucha sin tregua y de insatisfacción permanente al m o
vimiento obrero: Se reorganizaron las agrupaciones anarquistas en la C. N. T.
{Confederación Nacional del Trabajo), que adquiere existencia legal en i9io.
La U. G. T. {Unión General de Trabajadores), randada en 188S, de k que se
esperé una actitud más abierta al diálogo en la conquista progresiva ¿s refor-
mas sociales, coordinó sus acciones con ¡a primera a partir ds I 9 Í " . La huelga
entró en un período de tolerancia por el poder público en el año i%2 ipot
íina circular del Tribunal Supremo que margina la aplicación del. Código pa-
nal), no dictándose una ley reguladora ele su ejercicio libre hasta i9o9, prece-
dida en once meses de otra ley sobre consejos de conciliación y arbitraje. Entre
i9i7 y i923 hay una sucesión de huelgas y violencias, irnculsadas por el
síscío combinado ele las dificultades económicas impuestas por ía contracc-ón
ds la demanda extranjera al final de la primera guerra mundial, y por la acción
revolucionaria de las dos centrales sindicalistas mencionadas, en esto a tono
con la estrategia sindical predominante en aquellos momentos en Europa.

3. LÍÍ continuidad de las fórmulas carpo-raUvas

Por lo que se refiere a las fórmulas corporativas, éstas fueron ciertamente
un intento de integración social de las masas trabajadoras en una compleja
red de entidades públicas de base paritaria, a las cuales se transfieren, sin
embargo, las funciones más típicas del Sindicato. Del complejo aparato ins'
titucional constituido por la organización corporativa de Aunós, tan sóle se
llevaron íntegramente a la práctica ios Comités paritarios y las Comisiones
mixtas de trabajo. Este régimen de organización profesional tendrá continui'
dad con el sistema de Jurados mixtos de ia II República, que intenta cambiar
el color del edificio, pero no lo fundamental de su estructura.

Aunque las experiencias corporativas respetaron la libertad sindical, no ni-
traduciendo discriminaciones por tendencias ideológicas, es lo cierto que la
participación de los Sindicatos socialistas en los medios industriales donde
eran mayoritarios y de las organizaciones obreras católicas en el ámbito agrá-
rio, no consiguieron afianzar un período de paz duradero, entre otras razones
por la voluntaria marginación en base a sus postulados anarcosindicalistas de
la Confederación Nacional del Trabajo; pero también y principalmente, por
una razón de orden institucional a ia que es obligado referirse como defic:e:v
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esa del sistema ele organización profesional: por la carencia cíe responsabilida-
des para las asociaciones sindicales que intervenían en los Comités paritarios
y los Jurados mixtos, que eran llamadas a participar en la elaboración de estas
normas colectivas, pero cjua no contraían ninguna obligación de paz durante
la vigencia de tales acuerdos ni pesaba sobre ellas ningún deber de influencia
sobra los miembros de las organizaciones respectivas. Con ello, se restaron es-
tímulos a ¡os Sindicatos para poderse considerar autores del progreso social
de los trabajadores. Se les eximía de unas responsabilidades que en cualquier
régimen de negociación colectiva son una garantía ele paz social, para reser-
varíes en la práctica la protesta laboral por unos cauces revolucionarios. Por
todo ello, el nombramiento ele representantes por ias asociaciones sindicales
patronales y obreras para los organismos corporativos, no se debe considerar
llegada a ser un equivalente institucional de la participación responsable de
las asociaciones sindicales en calidad de partes para la pactación de condicio-
nes de trabajo y la solución de conflictos colectivos.

Por lo demás, el desarrollo de las fórmulas corporativistas durante diez
años, esto es, désele i9i6 a 1936, desplazó, hasta casi anularla, la posibilidad
cíe establecimiento de convenios colectivos de trabajo, dado que estas normas
tan sólo eran válidas en defecto o subordinadas a las dictadas por los Comités
paritarios. Esto trajo consigo una inevitable complicación en regiones como
Levante y Cataluña, donde predominaban los Sindicatos anarquistas, que in-
tentaron llegar a unos acuerdos al margen de la regulación establecida por
los organismos corporativos, en los cuales tan sólo estaban presentes ios gru--
r;os sindicales minoritarios adversos.

4. El nuevo régimen de ¡as relaciones laborales introducido
, por el Fuero del Trabajo

Tras la liquidación del orden republicano de relaciones laborales por el
Estado surgido de la guerra civil, aparece un régimen de organización profe-
sional que, pese a las diferencias, mantiene una continuidad con las experien-
cias corporativas. Hay, sin embargo, la introducción de nuevo factor, que se
hace presente como desarrollo de la Declaración III, núm. 3 del Fuero del
Trabajo, en punto a la regulación por el Kstado de las condiciones de tra-
bajo : la presencia de la Administración laboral en la regulación colectiva de
condiciones de trabajo. VA Decreto orgánico de Reglamentación del trabajo de
:94i, que se convertiría después en la vigente ley de Reglamentaciones de tra-
bajo, de 16 de octubre de \9^z, atribuye ya al Ministerio de Trabajo la potestad
de establecer normas mínimas para regular las relaciones entre las Empresas
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y los trabajadores. Aquella disposición intentaba traducir el difícil compro-
miso que ya se había hecho presente en e! Fuero del Trabajo, y que subsistió
s:n decantarse de forma definitiva hasta ; 9A^.: la disyuntiva entre un orden
íiscioniisindicalista de la producción (y, por consiguiente, ia entrega a los
Sindicatos nacionales de la política económica y de la regulación de las con-
diciones de trabajo) y el intervencionismo del Estado, a través de la Admi-
nistración, en tales áreas.

Ciertamente, la ley de Bases de la Organización Sindical, de 6 de diciem-
bre de 1940, recogió el concepto de Sindicato-corporación que ya contenía el
Huero del. Trabajo (Declaración XIÜI), organismo en el que se funden las
figura? del Sindicato mixto y de la corporación integral, pero ordenado jerár-
quicamente bajo la dirección suprema cíe! Estado (arl. 9."). Interesa resaltar
que la ordenación económico-social de la producción debía llevarse a cabo,
conforme a lo prescrito en la misma ley (art. 8.'), a través de. los Sindicatos
nacionales. Sin embargo, esto tendría lugar en los tiempos que siguieron sólo
d¿ forma residual y en campes muy concretos, porque la ordenación ele la
política económica y social clel país ¡a llevaría muy de cerca el Gobierno, que
fue restando progresivamente competencias a la Organización Sindical. Tam-
bién naufragó la figura de la Empresa nacional-sindicalista, que no ha llagado
a tener una cristalización legislativa congruente con el arquetipo ideológico
que diseñaba el artículo 7." de la ¡nencicnada ley de Bases de la Organización
Sindical.

5, ha reapertura de la contratación colectiva en 1958

En el decurso histórico de la estructura sindical en la postguerra, se ad-
vierte una progresiva pérdida de cometidos o funciones sindicales de la lla-
mada línea política en favor de 1As formaciones sociales de carácter profesional,
esto es, de las antiguas ^secciones sociales y económicas)». Esta evolución cul-
mina con la ley de Convenios colectivos sindicales de 24 de abril de 1958,
que supone un corte radical con el intento de negar una diferenciación de los
intereses que se contraponen en la Empresa como conflicto permanente entre
lo económico y lo socia!. Pero también tiene lugar - -y esto es en el terreno
práctico lo más trascendente la devolución de unos poderes normativos á las
representaciones profesionales de empresarios y trabajadores para el establecí'
nv.ento de condiciones de trabajo. A partir de entonces, estas representaciones
• limpias» de los copartícipes sociales han ido adquiriendo un mayor protago-
nismos, potenciándose su significado con la creación, en i96.-)., de los Consejos
¿2 Trabajadores y de Empresarios a nivel provincial y nacional, y afirmándose
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su estructuración como organizaciones profesionales con ¡a ley Sindical de 17
de íebrevo de 3971.

La ley de Convenios colectivos sindicales de 24 da abril de 1958 inicia h.
etapa mas interesante, por su fecundidad y realismo, del sindicalismo españo!!
de la postguerra, al atribuírseles funciones típicamente sindicales a las repre-
sentaciones profesionales de empresarios y trabajadores. Además, se produce
una ruptura con los principios ideológicos subyacentes en toda. la normativa,
anterior, la cual, partiendo del postulado de constituir la Empresa una comu-
nidad de interés, evitaba el recurso a fórmulas concertadas entre los copartí-
cipes sociales para establecer una regulación colectiva o resolver las situacio-
nes de conflicto de igual carácter. Ciertamente, aun en tiempos muy recientes,
el legislador no ha abaleado cíe ia concepción de la .'impresa como zomunlúzc
de interés. Así, la ley Sindical de IJ de febrero cíe i9yi declara paladina-
mente en el artículo 12, al tratar áe ¡2 acción sindical en la Empresa: «Qde-
ñas participan en eí trabajo y la producción en el seno de la Empresa consti-
tuyen una coíTiunidad, base de la que arrancan las estructuras sindicales. L;.
acción conjunta de quienes integran esta comunidad de empresarios, técnicos
y trabajadores se orientará en !a consecución de los fines de armonía y cela--
boración mutua que son básicos sn la acción sindical». Más recientemente, si
artículo 2.0 de la nueva ley de Convenios colectivos de trabaje, de :¡9 da di-
ciembre de i973, no perderá la ocasión de reiterar esta premisa ideológica;
en concreto, se pretende erigir en objetivo de los convenios coíscír.vos. '¡k.
integración en una comunidad de intereses y cíe unidad, de propósitos de los
elementos personales que intervienen en el proceso productivo». Lo eie?*c.
es, sin embargo, que en buena técnica jurídica el concepto de comunidad ae
interés es incompatible con la idea de contrato bilateral y de convenio colec-
tivo, por existir intereses contrapuestos que es preciso armonizar a través dé-
la negociación, siendo inútil buscar una previa armonización de tales intereses
in rerum natura. *

La ley de Convenios colectivos sindicales de 1958 ha rendido buenos fru-
tos durante los casi quince años que ha estado en vigor. Rompió la rigidez y
uniformidad del régimen de reglamentaciones de trabajo, permitiendo el estable-
cimiento de normas colectivas adaptadas a las necesidades técnicas de las Em-
presas y a su capacidad económica; impulsó la organización técnico-laboral y
la modernización industrial; introdujo técnicas depuradas para medición del
trabajo y su retribución, y lo que es del máximo valor • ha creado ¡ir.
hábito de negociación en las representaciones profesionales que antes no exis-
tía y al cual, ciertamente, aún le resta mejorar en calidad.

Desde otro punto de vista, sin embargo, la legislación de convenios colec-
tivos de 1958, ha dejado al descubierto una serie de deficiencias que se c;r_-
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creían en problemas de la mayor-gravedad, algunos de ellos directamente iiga-
c'.cs a las estructuras sindicales y, por consiguiente, no susceptibles de ser
resueltos en una normativa que revise estrictamente el procedimiento cíe ela-
boración de los convenios colectivos y el contenido potencial cíe sus cláusulas.

INNOVACIÓN, ALTERNATIVAS POLÍTICAS Y PROBLEMAS JURÍDICOS

DE LA NUEVA LEY DE CONVKMOS COLECTIVOS SINDÍCALES DE L9YJ

Como ya anunciaba si ministro de Trabajo, ai exponer ante la Comisión
de las Cortes .Españolas los fundamentos cieí proyecto de ley de Convenios
colectivos sindicales de trabajo (en la sesión de 23 de octubre de :975), la
r.orma legal en fase ele elaboración estaba en la línea de una «continuidad re-
formadora», apoyándose en la ley de 24 cíe abril ele 1958 en un doble sentido:
perqué ha servido de punto de referencia para las modificaciones introduci-
das y, también, en la medida en que las aportaciones surgidas de la práctica
aplicativa de aquélla se incorporaban, en parte, al texto del proyecto.

La reforma legal estaba imperad?, por la ¡reciente legislación sindical y,
en concreto, por la nueva identificación de las partes en los convenios por
ámbitos geográficos, introducida en ¡os artículos 17 al 20 de la ley Sindical
de 17 de febrero de 1971. De otra parte, se trataba también cía cumplí'
mentar el programa que se trazaba al Gobierno en el Texto refundido clel
Ií[ Flan de Desarrollo para 1972-75, Decreto 1.541/1972, de 15 de junio,
según el cual: «Las normas por las que se rigen los convenios colectivos sin-
dicales de trabajo se actualizarán con carácter progresivo y se agilizarán ios
procedimientos para su tramitación, aprobación y revisión, determinándose las
fórmulas de arbitraje precisas» (atrt. 29.6). En verdad, este precepto progra-
mático contenía ya abreviadamente la reforma que posteriormente intentaría
plasmar el proyecto de ley enviado por el Gobierno a las Cortes.

Antes de procederse a ia elaboración del mencionado proyecto de ley se
adoptó una decisión política del mayor alcance, que reducía la proyección de
la reforma normativa. Se trataba, en síntesis, de la opción por una ley que
versara exclusivamente sobre, el procedimiento de elaboración de los conve-
nios colectivos, prescindiendo de los conflictos colectivos, respecto de los cua-
les también existe el compromiso de una nueva regulación que incluya «los
paros producidos como consecuencia de los mismos, dentro del marco del Mi-
nisterio de Trabajo y de la Organización Sindical» (art. 31 del Texto refun-
dido de la ley del III Plan de Desarrollo, Decreto 1.541/72, de 15 de junio).
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La. separación en disposiciones distintas del régimen regulador de los conve-
nios colectivos y ios conflictos colectivos, cuando unas mismas razones impc*
nían al Gobierno y a las Cortes el atender a la revisión cíe las normas regula.'
doras de unos y oíros, sólo puede justificarse en la oportunidad política apre-
ciada discrecionalmente por el Gobierno. No puede desconocerse en cualquier
caso, que salvadas estas razones de oportunidad y de orden político, todo
parecía aconsejar se procediera a ¡a elaboración de una regulación unitaria que
atendiera conjuntamente a la elaboración de ¡os convenios y a la solución de
los conflictos, lo que no sólo hubiera clarificado confusas situaciones reglamen-
tarias que, ele forma vacilante y poco clara, traía de colmar la doctrina juris-
prudencial con gran esfuerzo, sino que fundamentalmente, habría regulado
unitariamente -fenómenos que están yuxtapuestos y requieren una normativa
presidida por unos mismos principios -por supuesto, más progresivos-- que
respondan a ias necesidades de cambio y confáctividad que se han hecho pre-
sentes en la vida laboral española.

A) Los principios que. presiden lo. reforma

Si la ley Sindical de 17 de febrero ce i 971 no supuso un corte con el
pasado, afirmándose, muy a! contrario, en una vertiente contmutsta, tarnpocc
era razonable esperar grandes avances cíe la reforma de la legislación de con-
venios colectivos. Era previsible que la reforma discurriera por los derroteros
que se vio cristalizaba en al poryecto clsl Gobierno y sn la discusión cel
mismo en las Cortes. Fundamentalmente, se trataba de atacar la facilitados?.
con que ss alcanzaban las normas de obligado cumplimiento, pero sin que
abdicara la Administración de sus facultades dirimentes, porque lo contraríe
hubiera supuesto impulsar e¡ recurso al empleo de las medidas de fuerza, y?.
por parte de los trabajadores, dándole carta de naturaleza a la huelga, como
por lo que a las Empresas se refiere. Era evidente — -tras la decisión de re-
gular los conflictos colectivos por separado - que el legislador prefería no de-
finir un cauce jurídico regular para la huelga, optando por mantener la actual
situación, que si discurre por cauces jurídicos es de extremada dureza para les
trabajadores y si se inducen .soluciones permisivas de hecho acarrean un dete-
rioro progresivo de la autoridad y la economía de las Empresas.

Estas limitaciones señalaban el camino a seguir: la nueva legislación debía
incorporar las experiencias positivas consolidadas de tres lustros de negocia-
ción colectiva, materializadas en un clausulado disperso que, de forma gradual
y espontánea, había intentado dotar a la contratación colectiva de una función
organizadora, disciplinando el comportamiento de las partes en la fase de apli-
cación e interpretación del convenio y modalizando el ejercicio unilateral del
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poder directivo en la puesta en práctica ciel convenio; de otra parte, era pre-
ciso hacerse eco de las tendencias recientes de la negociación colectiva en
.Europa especialmente, haciéndole sitio al convenio-cuadro, intentando im-
pulsar una contratación colectiva articulada y reforzando el convenio de Em-
presa,

Por ¡o demás, la intervención y el asesoramiento de la Organización Sin-
dica! serviría ds apoyatura a una autonomía colectiva carente de estrategia
sindical, de suficientes conocimientos técnicos y de la información precisa para
valerse por sí sola en la negociación.

La presentación política cíe la nueva legislación sobre convenios colectivos
enmarcaba las opciones señaladas, provistas de un alcance reducido, como ex-
presión de un ambicioso programa de acción, .La idea de participación se la
intenta erigir en una de las claves del proyecto da ley. Lo cierto es, sin embar-
go, que esta participación se diluye en su materialización normativa, quedando
privada de manifestaciones efectivas con la salvedad relativa a la posibilidad
da establecer cláusulas sobre "regímenes de participación de los trabajadores
en la Empresa (art. 11, de la !ey de Convenios colectivos sindicales, materia
facultativa ya, casi con la extensión actual desde el Decreto 2.241/1965, de
15 de julio). Es patente también que una mtensilicación ele ía negociación en
distintas fases y niveles redunda en una mayor participación colectiva. Pero
la aplicación de este término para mentar esta difusa significación resulta
inadecuado y pretencioso, al no designar nada nuevo sino algo reconocido
como expresión genérica de una participación impulsada a través cíe les
mismas representaciones profesionales.

La nueva legislación presenta también como principio renovador «la acen-
tuación de la sindicación del convenio mismo»; fórmula equívoca por la va-
riedad de significados que entraña, unos reconocidos y proclamados y otros
materializados en la intervención reconocida a la Organización Sindica!, pero
cuidadosamente silenciados en la presentación política de la nueva ley. En
efecto, la «sindicación del convenio apunta hacia un mayor reconocimiento
de la autonomía de las partes, entendida ésta como autonomía de relación y
disposición; significa, por tanto, «apertura de nuevas vías de negociación;
apertura de nuevas posibilidades de entendimiento, de nuevas ampliaciones
para los convenios, de nuevas posibilidades de actuación de las partes..." (Dis-
curso del ministro de Trabajo en la Comisión de las Cortes, B. O. C. E. de
23 de octubre de 1973, Apéndice i96). Pero también significa una ampliación
de las esferas de influencia de la Organización Sindical, como lo prueba con
creces la resolución del secretario genera! de la Organización Sindical de 37 de
enero de i974 (B. O. E. de 6 de febrero), por ¡a que se dictan las normas
sindicales para la aplicación de la ley de Convenios colectivos sindicales,
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La nueva ley de Convenios colectivos ha pretendido, de otra parte, re-
plantearse el quehacer de armonizar la autonomía de las partes con el interés
general y las funciones que competen al Estado en. este terreno. La formula-
cien cíe ios principios que inspiran la síntesis es lo suficientemente abstracta
y general como para permitir su trasplante a cualquier sistema de negociación
colectiva: el papel del Estado se sitúa, de un lado, en la fijación del «suelo de
la negociación» y el procedimiento da la negociación —las reglas del juego —
garantizando su desarrollo bajo los principios de buena fe y lealtad por am-
bas partes. De otra parte, también debe hacerse presente el Estado para salva-
guardar el interés general en las incidencias de la negociación colectiva, de
manera que ésta no pueda causar un perjuicio a la economía nacional. Ahora
bien, la concreción normativa de este entramado de intereses determina una
oficialización excesiva por obra de la intervención coníiguradora administrativa
y sindical que, entre otros aspectos, se plasma en la existencia de un procedi-
miento de negociación extremadamente formalizado, que se inicia con una
«propuesta razonada» que ha de especificar con detaííe multitud de extremos
y aprobar la Organización Sindical, y termina con la necesaria aprobación
administrativa del convenio elaborado, después de atravesar su curso otros
mecanismos de control, lo que explica eí tratamiento jurisprudencial de! con-
venio en el Derecho español corno disposición de caí'ácter general oficializada.

En el terreno de Jos principios hay que reiterar la subsistencia en la nue-
va ley de Convenios colectivos ele! presupuesto ideológico relativo a la soli-
daridad de intereses entre ios copartícipes sociales. La exposición de motivos
insiste en este aspecto, al referirse a «un perfeccionamiento de la institución,
que sirva mejor y de manera más adecuada a la realidad socioeconómica del
país, y a los objetivos de armonía y concordia entre los elementos de la pro-
ducción». Lo que se recoge y se reitera con mayor precisión en el artículo 2.a

de la ley como objetivo de los convenios colectivos.

B) La innovación y el perfeccionamiento
de la nueva legislación

Parece obligado en un análisis de conjunto de la nueva ley de Convenios
colectivos reparar en aquellos aspectos que han sido objeto de reforma o nueva
regulación. No es este el momento de penetrar en un examen amplio de cuanto
aporta ex HOTO la nueva legislación, pero sí de hacer una relación de tales
extremos y de dejar noticia estricta de su significado jurídico.

i. Incidencia sobre las unidades de negociación: El convenio interpro-
fesional, la contratación articulada y el convenio de Empresa..--Una reforma
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¿3 la fíoaíraíación colectiva en España no podía ignorar la incidencia que sobra
ia OíCKtüiiacióa normativa y la política negociadora tiene una regulación ás
las usidaáes de negociación. Las soluciones aportadas salen al paso a las lirri-
"iaoones del régimen anterior, pero es muy problemático consigan poner fin
•% ks deficiencias que padece la negociación colectiva en España en este as-
•pacto, por la ausencia de verdaderos centros de poder sindical desde los que
jlegar a planear una verdadera estrategia de la negociación en la que se cor.'
-lisien las unidades apropiadas (appropiate burgaining), cuya identificación
practica ha de resultar del mismo proceso de negociación, esto es, de una op-
rlón 3íi favor de una entre las establecidas legalmente (art. 5." de la ley o.e
Convenios colectivos).

•SI convenio iaterproíssional, que lia de comprender a «la totalidad ce les
empresarios y trabajadores de una determinada demarcación territorial» (a:-'
:í:cuio 5.", A. 4 cíe la ley de Convenios colectivos) —lo cual significa ya uns
smiy exigente determinación — puede S3r sólo un convenio peculiar que' tenga
Xffio destinatarios exclusivos a las representaciones procesionales que han da
negociar en unidades inferiores «cuando tengan por objeto fijar normas para
'si contenido de ios convenios, que sirvan cíe pauta a la actuación ás las Co-
misiones deliberadoras de ámbito intersecíorial, sectorial o íerriíonai interior» 5

o bien, puede ser un verdadero convenio cuya eficacia reguladora se provecía
sobre «la totalidad de los empresarios y trabajadores da una determinada de-
marcación territorial» si su obieto es «regular materias de acusado interés gs-
marai que deban ordenarse mediante convenios» {art. 5.0, A, 4 cié la ley ds
Convenios colectivos). Sin embargo, en uno y otro caso, el convenio raíersec-
torial es el primer escalón para una negociación articulada imperativamente,
puesto que tales convenios '(condicionan respecto de las cuestiones que cons-
"íítuyen su contenido, las que puedan, pactarse en los de sector, rama ds
actividad o Empresa» {art. 5.0, B).

La Orden de 21 de enero de 1974, por la que se dictan normas para ei
desarrollo de la ley 38/1973 (R. C. C. en adelante), precisa que el contenido
áe estos convenios «podrá ser cualesquiera de las condiciones de índole la-
boral y social a que se refiere el artículo undécimo». Consecuentemente, sobra
•Este contenido potencial genérico, el convenio interprofe3ÍonaJi puede ser DUK.
y simplemente un convenio-cuadro, dirigido a marcar una política de nsge-
'-iación en los niveles inferiores, pero sin eñcacia reguladora directa sobre ios
contratos de trabajo, o bien un convenio interprofesional que afecte por s:
tpropio, o a través de otros convenios a cuyos contenidos reguladores «condi'
ciosia», a los contratos individuales de trabajo dentro de una determinada
üemarcacié». Cencitorial. El significado y la valoración jurídico-positiva no ea
lia misma respecto a una y otra especie; El convenio-cuadro puede tener uns
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lunción muy estimable para articular una política negociadora de contenido*'
contractuales a nivel c!e rama profesional y ele Empresa; en cambio, el con--
venio ínter-profesional normativo tiene un futuro muy incierto y su papel
no se justifica a la vista de la densidad del intervencionismo regulador de l¿.
Administración laboral actuando a través de las Reglamentaciones y Orde--
íianzas laborales y mediante otras formas ordinarias de regulación reglamen-
taria. Ciertamente, las materias oue en otros regímenes laborales se han cu-
bierto a través de los convenios interprofesionaies -•• seguridad social conv
plementaria, segundad en el empleo, formación profesional- • son en el orde--
namiento laboral español más asequibles a la intervención del poder regla--
mentarlo que a la autonomía colectiva Jaboral.

Además de lo expuesto, la contratación articulada ,s.: proyecta potenciarla
de lortna centralizada mediante los convenios colectivos cíe sector o rama-
de actividad de ámbito nacional, en los que "podrá pactarse que todas c:

alguna de sus cláusulas vinculen a las partes en la negociación de los de
ámbito territorial interior y en los de empresa del mismo sector o rama> 'ar-
tículo 5-:', 4, c). En verdad, la exigencia de que la negociación articulada deba'
arrancar de! escalón nacional o intersectorial aparece como la importación ck
un. modelo extranjero —concretamente italiana— que muy poco tiene que
ver con e! régimen español de fijación de condiciones colectivas de trabajo. Su-
pone, en efecto, ignorar que la función del convenio nacional la llenan en
nuestro ordenamiento las Reglamentaciones de trabajo y los convenios ínter--
provinciales. Es más. lo que se deriva de la experiencia aphcativa cíe la ley de
Convenios colectivos de 1958 es que la selección espontánea de las «unidades"-
apropiadas- de negociación en los distintos sectores profesionales deja de ma-
nifiesto una preferencia por los convenios provinciales en sectores tan signi-
ficativos como el de la construcción, metal, madera y hostelería? en cambio.,
en los sectores textil, artes gráficas, banca y prensa predominan los convenio?
interprovinciales. Aunque en la práctica estos últimos sean en muchas oca-
siones convenios nacionales —unidad de negociación no configurada por la
legislación anterior - no parece hubiera sido un desacierto introducir también1

la negociación articulada a mvei interprovincial y provincial, en particular
atendiendo a Li sedimentación de las realidades presentes en el momento de.-
elaboración de la nueva ley ele Convenios. colectivos.

Por lo ciernas, la correlación entre los distintos niveles en una negociación,
articulada requiere en cada rama o sector la adopción de una verdadera poli'
tic;-', negociadora por las representaciones profesionales de empresarios y tra-
bajadores ai más alto nivel, a fin ríe. definir ios contenidos de. los ¡..reenvíos»-
de un nivel a otro, de forma similar a como se estableció en el convenio colec-
tivo italiano estipulado entre la Intersind-Asap y las federaciones sindicales-
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de trabajadores, el 5 de julio de i%2, que reviste eí valor cíe modelo o
prototipo para la identificación de! concepto mismo de negociación articu--
lada. En la medida en que ;.a conexión entre las unidades de negociación y las
unidades de organización responda en la negociación articulada a una opción
fie política sindical tomada conscientemente desde arriba, puede entenderse
se ha llevado a cabo una redistribución estratégica entre los centros de poder
para la contratación sobre materias determinadas, lo que supone, a la postre...
que la norma colectiva completa se ha negociado a distintos niveles, estando
íormada por eslabones o elementos conexos --convenios parciales- que se
acoplan para rormar en su aplicación un conjunto unitaria y armónico cíe
normas.

Por lo que se reüere al convenio colectivo cíe limpresa. la regulación actúa'
es más precisa que la anterior, a! determinar que aquél puede afectar: o A una
sola Empresa, cualquiera que sea el número de sus trabajadores, tanto si
desenvuelve su actividad en una sola provincia o en vanas, o a un centro de
trabajo cuando sus propias características lo hiciesen necesario-" (art, 5.", A).
Además, la nueva ley de Convenios colectivos ha eliminado la unidad cié ne--
gociación referida a >'im grupo de sección de trabajadoras de una Empresa»,
lo que puede considerarse un acierto a la vista de la complicación y la ruptura
de toda solidaridad que provoca la negociación a ese nivel.

fin realidad, la negociación a nivel de Empresas ha ido conquistando
terreno en nuestro país, hasta el punto de que las preferencias futuras pa-
recen indicar que los convenios de Empresa y grupos cíe Empresa deberán:
íencr tanta importancia como los provinciales y los interprovinciales (i). Esta
tendencia es también la que se registra actualmente en Europa occidental, don'
de si bien la norma genera! ha sido la negociación por ramas de actividad,
en los momentos presentes se advierte que el centro de gravedad de las reía--
ciones laborales se va acercando a la Empresa, extendiéndose a este nivel, y
también al centro de trabajo, la negociación colectiva, sin que por ello se
haya producido un desplazamiento de los convenios por rama de actividad.

El convenio de Empresa {employer tmü) continúa existiendo en la nueva
ley de Convenios colectivos con el convenio de centro de trabajo (pliint umt),
cuya negociación razonablemente, se. dificulta, reservándose esta unidad a
aquellos supuestos en ¡os cuales las propias características del centro ele ira-
bajo do luciesen necesario», expresión que constituye un concepto jurídico
indeterminado cuya elasticidad habrá de explicitar la Organización Sindical
al autorizar o denegar la iniciación de las deliberaciones.

(1) Valoración empresarial de los resultados da los convenios colectivos en España
(,ig%S'igyo). Confederación Española Je Cajas de Ahorros. Madrid, 197.-'., pág. ?~.
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2. Ordenación de la concurrencia entre convenios de distinto ámbito.—
No existía en la legislación general anterior ningún criterio para decidir lea
supuestos c'.e concurrencia entre convenios de distinto ámbito» lo que obligaba
3 las partes a establecer sus propias normas o, en su ausencia, a que se aplicaras?,
por la Jurisdicción y la Administración laboral criterios extraídos de los prin-
cipios particulares del Derecho del trabajo o de ios generales del Derecho. El
establecimiento en la nueva isy de Convenios colectivos del criterio consis-
tente en la aplicación de aquel que resulte más favorable para los trabajadores
sn su conjunto y en cómputo anual, puede considerarse una traslación al
ámbito de la negociación colectiva del principie de normas más favorable. Con
silo, por lo demás, se opta por la aplicación cíe un solo convenio, orillando la
msttguí'ídati jurídica derivada de la aplicación simultánea y parcial de dos
convenios distintos.

Ni el artículo 6.' ele la LCC ni el 3.0 del í\CC señalan cómo se. ha á.s
hacer:1 este cómputo anual: si comparando separadamente las condiciones de
carácter o incidencia económica y atendiendo exclusivamente a los resultados
íotales en un año natural o, en sentido más ajustado a la propia lógica de ls
contratación colectiva, arrancando para el cómputo del año de la fecha esa
que se iniciaron los erectos del convenio de ámbito más reducido y anterior
en el tiempo, debiéndose entender, también para hacer la comparación, a las
normas que estuvieran en vigor en el nivel superior con anterioridad ai
convenio nuevo que resultara a partir de ese rnomenío más favorable para
Jos trabajadores, isn verdad, es este aspecto de ía cuestión el que puede con-
vertirse en un verdadero punto conflictivo, pues no se puede desconocer que
si criterio elegido para dilucidar el concurso quiebra el principio cíe que las
partes deben quedar obligadas por el contenido del convenio durante el pe-
ríodo de vigencia establecido, lo que obliga a hacer la comparación en cómpu-
to anual tomando como punto de referencia la fecha en que se iniciaron les
afectos del convenio de ámbito más reducido y anterior en el tiempo, para
computar así los beneficios reconocidos a los trabajadores en virtud del mismo
cuando las condiciones económicas eran menores en k unidad de negociación
superior. T'an sólo así cabe entender que ía mención legislativa viene a satis-
facer cumplidamente unas aspiraciones de equidad.

3. Ordenación del contenido y determinación de sus límites.- -En el con-
venio colectivo tradicional se advertía con nitidez una distinción entre la
parte normativa (Normaiive Teil) y la obligacional {Scíiuldrechtliche Teü).
Estas partes respondían a funciones específicas y complementarias que consti-
tutivamente han de darse para la efectividad de la autonomía colectiva. Sin
srnbargc, se advierte en tiempos recientes que esta dualidad de contenido no
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33 invariable en los ordenamientos positivos, sobre iodo por lo que se refiere
a ía parte obligacional que ha quedado relegada a un papel secundario. Bn el
Dsrecho español vigente la división dualista no tiene entrada, lo que no
excluye, por supuesto, que el convenio colectivo sea, además de un medio de
establecer condiciones de trabajo (lüu'-'íníikirig treaty), también un tratado de
pj.2 que ha de ser respetado durante su período de vigencia (a -peace ireaty),
ssgún h distinción de Kann-Freund, Por último, en cualquier caso la c.on-
firaíación colectiva tiene unos limitas de contenido que las paites han de res-
jgtar para la validez de sus acuerdos, aun partiendo de la base de la más
íüiivlss libertad contractual.

a) La división dualista.- La originalidad del convenio colectivo reside
en buena parte er. qus por virtud ds un mismo acto se da vida a dos tipos
de cláusulas que producen efectos jurídicos diferentes: la parta normativa
es refiere ai establecimiento de condiciones de trabajo y empleo pata las pe»
ssaas sometidas al convenio; en cambio, ia parte obligaciocal la componen
cláusulas cus defcjen los darechos y deberes de las paites cisl convenio cr»
jpxito al cumplimiento de aquél. Coscretaments, esta parts obligacional se
¿aíegra por sí deber de paz {Friscletispflichi) que supone el compromiso país
ias pai-tes de respeta;.' sí convenio durante su período de vigencia, abstenían-
¿lose de emplear medios de presión para modificarlo y por ia obhgación ds
ejecución leal del convenio colectivo {TariferfüílungsspíUcht, Durchfühmng.-
spilich), que comporta para las partes tanto una obligación negativa, de no
fs'ipedsr c dificultar la aplicación, como un ¿eber de influencia sobre sus
aisñsírbrGñ para conseguir la aplicación del convenio.

Ski embargo, en algunos ordenamientos positivos la parrte obligación^!
m ha ido desplazando por una serie de causas concurrentes muy distintas- Er;
primer término, ha sido el mismo reconocimiento de eficacia normativa al
sonvenio ¡o que ha privado de su runción propia a las cláusulas obligaciona*-
les í si el convenio coiectivc es de obligada observancia para los miembros de
las patres, ya no son precisos unos resortes contractuales entre éstas para itn-
ponei' su cumplimiento. De otro lado, la parte obligacional es un mecanismo
de garantía, que precisa de organizaciones pactantes provistas de personalidad
jurídica y dispuestas a exigirse responsabilidades en caso de incumplimiento.
Bn contraste, las centrales sindicales contemporáneas procuran conseguir \z
Siayor libertad de acción con el mínimo nesgo de responsabilidades, que difí-
cilmente pueden hacerse efectivas si los Sindicatos no son jurídicamente res'
cansables al carecer de personalidad jurídica.

El problema en el Derecho español se plantea en otros términos, por las
características particulares de nuestro régimen sindical que condiciona la na'
Suraleza del convenio. Dentro de los Sindicatos españoles no puede, en efectos
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hablarse de oposición sino de colaboración entre las categorías sociales cíe la
producción, al ser ias representaciones profesionales órganos del Sindicato-
corporación. Ello excluye la existencia de una contraposición de intereses insti-'
íucionalizada y, también, la posibilidad ele que se puedan producir conflictos
entre tales órganos de los que se siga la imputación de responsabilidades eco-
nómicas... De otra parte, en nuestros convenios la parte normativa cubre le
iunción que en otros sistemas de contratación colectiva está llamada a reali--
zar la parte obhgacionai. Por último, los conflictos que puedan darse entre
las partes, en la medida en que suponen una ruptura con los principios qua
presiden el régimen sindica', misino, podrían dar lugar a responsabilidades dis-
ciplinarias en la esfera sindica!, pero no a ia asunción de responsabilidades
por incumplimiento del convenio a cargo de las organizaciones profesionales
que fueron partes.

fin lugar cíe la división dualista del contenido del convenio colectivo, qua
atendía a la naturaleza de las cláusulas, se propone por un sector doctrinal
otra división según, la función que tales cláusulas cumplen: cldusuliis rsgu<-
lüdoras e instrumentales u organizatorias de la autonomía colectiva profesio-
nal, división que recoge las tendencias presentes cía la contratación colecíiv?,
sn algunos sistemas. Mediante la parte instrumental se garantiza el manteni-
miento del convenio a través de instancias de negociación y de solución de los
conflictos que puedan producirse.

b) /:'/ contenido normativo del convenio colectivo español.— Por las ca-
zones ya expuestas, el convenio colectivo sindical español asta integrado sóle
por cláusulas normativas, que tienen una diferente función. Concretamente, es
preciso distinguir al respecto entre: cláusulas dehmttiidoras, instrumentales
y ele contenido ecouómico-sonai. La regulación de la materia se encuentra
contenida en el artículo 11 de la ley de Convenios colectivos, que distingue,
en otro sentido, entre cláusulas obligatorias («Los convenios sindicales habrán
de contener...^) y potestativas (^los convenios podrán incluir, con las limita--
ciones a que se refiere el artículo 4/...')).

a') Cláusulas delimitadoras. -Son las relativas a las partes que los con*
dertan, los ámbitos territorial, personal y temporal a efectos de su vigencia
y e! período de duración, que no podrá ser inferior a dos años. También ha
ríe fijarse el plazo de preaviso a los efectos de su denuncia, que habrá ¿e
hacerse con una antelación mínima de tres meses respecto de la fecha de ter-
minación normal de la vigencia del convenio. Aunque los convenios colectivos
entran en vigor el día de su publicación, las partes pueden pactar fórmulas
en lo que respecta a las condiciones económicas para el período que medie
entre la fecha de terminación de la vigencia del convenio anterior y la en-
trada en vigor del nuevo.
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b'). Clú'.isulas instrumentales.—E.stin constituidas por ¡as disposiciones re-
lativas a la organización de la autonomía colectiva partiendo de la misma ne-
gociación del convenio. La nueva ley de Convenio colectivo ha extendido este
contenido instrumental, que ya se desarrolle de forma espontánea bajo la vi-
gencia de li legislación anterior. Se prevé ¡a constitución obligatoria de una
Comisión paritaria de representantes de las partes negociadoras para las cues-
tiones que se deriven de la aplicación del propio convenio. Facultativamente.,,
pueden establecerse cláusulas referentes a los regímenes de participación de
los trabajadores en la Empresa, así como otras que extiendan las prerrogati-
vas de los trabajadores que desempeñan cargos representativos de carácter
sindical, (irán interés revisten ¡as pre.visiones especiales que pueden hacer
las partes en punto a los métodos de conciliación, mediación y arbitraje vo«-
luntano, en caso ele desacuerdo o situaciones coníli.ctivas.

A la postre, este tipo de cláusulas tratan ele crear los resortes necesarios
para que se fortalezca la paz social, esto as, para que las situaciones de con-
flicto tengan en sus cauces la solución mediante mecanismos previstos por la?
partes del convenio, !o que constituye uno de ¡os objetivos de los convenios,
de acuerdo con lo previsto en el artículo .•>." de ia ley de Convenios colectivos
•.sindicales.

c') C'Aúiisitlax de contenido económico-social.—Constitutivamente el con-
venio colectivo es un medio para lograr una mejora de las condiciones ele ira-
bajo y empleo, razón por la cual este contenido es de tocio punto necesario;
para que cumpla su función primera y esencial. La nueva ley de Convenios
colectivos artículo n--- parte en este punto de la afirmación del principie
•de libertad contractual {«Los convenios colectivos podrán incluir toda cíase
•de cuestiones de índole laboral o social y, en general, las relativas a la me-
jora de las condiciones de trabajo, fomento de la productividad, seguridad,
e higiene y bienestar social •>). Sin embargo, se establece un mínimo obligato-
rio en punto a esta regulación económico-social: necesariamente se ha de hacer
constar el incremento salarial que corresponde a cada año de vigencia de:
convenio; con lo que está expresado que, al menos, éste ha de contener unas
tablas de salarios, exigencia que está conforme con lo que fueron inicial-
mente los convenios colectivos; esto es, tarifas salariales que mejoraban la
regulación existente hasta su pactación.

c) Limitaciones del contenido convencional.—La libertad contractual da
las parles para la regulación de! contenido del convenio no es absoluta. líi
artículo 11 de la ley de Convenios colectivos sindicales se relíete concreta--
'¿nenie a las limitaciones establecidas en el artículo 4.", pero también se con-
denen determinaciones de Derecho necesario zu otros preceptos; así» en eí
artículo 3.", 5.", 6.° y en la disposición adicional tercera...

So



I'JAN RIVliRO LAMAS

a') La mejora global y en cómputo anual como condición de validez det
convenio.—El artículo i,.'-' de la ley de Convenios colectivos sindicales esta--
olece que «mechante los convenios colectivos se mejorarán las condiciones la--
Dorales que estuviesen fijadas por las Reglamentaciones u Ordenanzas labo-
rales o por cualesquiera otras disposiciones reglamentarias cíe carácter general»»
La sanción prevista para los supuestos en ios cuales ac se dé ssía mejora, es-
\s, nulidad. Tal mejora ha da entenderse se produce mediante los convenios
con carácter global y en cómputo anual, porque en otro caso tan sólo cabría
una mejora cíe cláusula de las condiciones previstas en las disposiciones regla--
alentarías sectoriales y generales, lo que ls restada mucha flexibilidad a la
regulación colectiva, determinando que el poder convencional discurriera pe»:-
unos límites muy estrechos.

Por otra parte, la ley de Convenios colectivos establece la posibilidad efe
qus esta mejora global en cómputo anual pueda desplazar la aplicación tanto
•áe disposiciones reglamentarias sectoriales, esto es» de normas reglamentarias
especiales (Reglamentaciones y Ordenanzas laborales), como también o!e cíispo--
sciones reglamentarias generales, siempre que no sean —es coligado entes:-*
¿zv— desarrollo o ejecución de la regulación contenida er. una ley, puesto que
£~. tal caso ya formarían parte de la reserva cíe ley a que se refiere como límiie-
absohito el artículo V de ia misma ley cíe Convenios colectivos sindicales. Da:
esta forma, la nueva legislación ha deríiímiác los cauces normales por ios qus¿
ciscarte el poder normativo sindical ?.n ía cosírcísdoK colectiva, que coincides.:
coro, los que existen para las mismas Reglamentaciones v. Otcíecanzas labora--
les: la reserva de ley.

b'} La reserva de ley y el mantenimiento de las estructuras de orden pú<~
buco laboral.—El artículo 4." de ía ley de Convenios colectivos sindicales esía--
feíece unos límites sustantivos legales al contenido de los convenios colectivos
sindicales: «En los convenios colectivos no podrán establecerse cláusulas que
se opongan a lo dispuesto en las leyes que impliquen disminución de la líber---
tad individual, de los derechos de los trabajadores, sin discriminación por razór:
áf. sexo, de las facultades inherentes a la dirección de la Empresa, según e'f
ordenamiento jurídico laboral o que puedan causar graves perjuicios a la econo--
j.nía nacional.o La enumeración de materias es muy amplia por la indetermina--
ción mLsma que se emplea para la descripción de los límites en cuestión, pero
la característica común es que se trata de. determinaciones de Derecho nece-
sario que las partes de los convenios han de observar de forma obligada, baje-
pana ce nulidad de las cláusulas en las que se establezca una regulación con'
Iraria a las limitaciones aludidas.

Salvo en el caso de las cláusulas que puedan suponer un grave perjuicio--
£. la economía nacional, las restantes limitaciones tratan de mantener a salvo



LA CONTRATACIÓN COLECTIVA UN KL. DERECHO ESPAÑOL

ías «estructuras de. orden público laboral», esto es, las cue denomina D
«estructuras ins'ciíuciona'íes del Derecho del trabajo)'... Se utiliza usa
vía para ia definición de tales estructuras: una formal —la remisión a las ma--
teñas que están bajo reserva de ley- • y otra sustantiva -la enumeración de;
derechos sociales fundamentales de los trabajadores y de los empresarios, que.-
genéricamente se incluyen también en la reserva de ley por el artículo 4.°'
cís la ley de Convenios colectivos sindicales, pero que la limitación concreta
sustantiva en tales casos— puede estar incluida también en normas reglamen--
íarias:

1. La prohibición de establecimientos de /¡cláusulas contrarias a lo dis-
puesto en las leyes», constituye, en expresión de Alonso Olea, ¡«un mínimo
absoluto intocable por el cov.vmv.o colectivo, per ní:igún título ni aun en. ei
de. una pretendida compensación en el convenio mismo». La limitación, por
'.-x> demás, hay que entender está fijada en un sentido restrictivo, en la medid?,
en que la referencia a la ¡sy lo es a lo que se encuentre regulado en una ley
formal. En tal sentido, hay que entender se comprenden en asta reserva de
ley toda la regulación general ele la ley de Contrato de trabajo, de la ley c!&
Jornada máxima legal, descan.se dominical, así como los derechos derivados
da la sindicación y de la inclusión obligatoria en la Seguridad Social, etc.

2. Son cláusulas prohibidas también hts que implique?» disminución ds
la Hbe'ddá individua!-. Como tales se han considerado ¡as que han esíabiecidc
Comisiones mixtas interpretativas r:on la función de entender de las reclama"
.dones COK carácter previo al planteamiento jurisdiccional del conflicto, en--
íeadiendo el Tribunal Supremo que las cláusulas relativas a aquellas, así e~;
"a sentencia de la Sala VI de 6 de octubre de 1964 y 4 de enero de J.965, nc-
tienen ¡Ja virtualidad de crear un organismo jurisdiccional que entorpezca é!
derecho siempre vivo de acudir a los Tribunales de justicia, sin perjuicio de
ios efectos sancionadores que pudieran .seguirse dentro de la esfera guberna-
tiva o sindical...».

3. Son nulas también las cláusulas que impliquen disminución de los t ío
?echos de los trabajadores., sin discriminación por razón del sexo, limitación que
se establece en este caso con una gran indeterminación, por lo que se presta
z, una inseguridad jurídica, al no determinarse en forma alguna qué clase de
¿erechos de los trabajadores son los que resultan afectados por la prohibición,
ni si tales derechos es suficiente estén recogidos en normas reglamentarias. La
solución es, a nuestro juicio, afirmativa: la prohibición afecta extensivamente
z derechos de los trabajadores que se consideran trascendíales por incidir en
aspectos primarios de la protección jurídico-laboral (estabilidad en el empleo,
tutela de la integridad física, acción sindical en ía empresa, etc.) aunque estén
recogidas en normas reglamentarias. Justamente por inscribirse en las estruc'
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turas de orden púbhco no son susceptibles de compensación global mediante
convenio,*, debiéndose considerar nulas las cláusulas en las que se proyecte, una
mutación de los mismos. En tal sentido se han dejado de aplicar, las cláusulas
en los convenios que suprimían la jubilación como derecho del trabajador
(sentencia del Tribunal Supremo, Saía VI, de 30 de junio de i966), estable'
ciencío en su lugar la jubilación obligatoria al cumplimiento de una deter-
minada edad; también las que han establecido un período de prueba supe-
rjpr al fijado en la Reglamentación de. Trabajo correspondiente, (sentencia del
Tribunal Central de Trabajo de } de octubre de 1967, 22 cié noviembre de
t%7', i9 de septiembre de 1ÍJ70 y i de. abril de 1V71). Aunque este control
de: contenido debe ser previo a la aprobación del convenio, es lo cierto, sin
embargo, que son los órganos jurisdiccionales los que han dejado de aplicar
o declarado nulas determinadas cláusulas que disminuían derechos regulados
en normas reglamentarias sectoriales o generales, por considerar que incidían
sobre derechos sociales del trabajador que. han de considerarse indisponibles
aún en sede colectiva, modo de proceder que se presta a que juegue un amplio
papel el arbitrio judicial en la determinación de las materias en las cuales debe
excluirse la compensación y mejora global operada por el convenio.

4. También son cláusulas prohibidas en la contratación colectiva aquellas
que disminuyan ;..las facultades inherentes a ¡a dirección de la ¿impresa según
el ordenamiento jurídico laboral•>, con lo que se trata de. mantener intangi-
bles las facultades de dirección y organización ciel empresario, pese a la ero-
sión que supone la misma existencia de la contratación colectiva y la progre-
siva penetración ele ésta en los dominios de la organización del trabajo. Al
flio de esta limitación, han de considerarse nulas aquellas cláusulas que traten
de privar al empresario de las facultades de despido que le recoonce la legis-
lación general y, en general, de las facultades disciplinarias que le están atri-
buidas para mantener el orden técnico-laboral. Ahora bien, este límite ha de
hacerse en su aplicación compatible con las cláusulas que se reiteran a oíos
regímenes de participación de los trabajadores en la Empresa).' (art. 1 ¿ da la
Jey de Convenios colectivos), aun en los supuestos en que tal participación
implique la transferencia de unos poderes de cogestión o codecisión al per-
sonal, lo que incidiría en un recortamiento dei ámbito ds las facultades directi-
tivas discrecionales pero sin desplazar la constitución jerárquica de la organi-
zación del trabajo en la Empresa, cuyo funcionamiento y actuación puede
moralizarse en un nivel superior por la intervención del personal para que
sea una actuación reglada coiivencionalmente, sin que pierda intensidad si:
aplicación efectiva por la cadena jerárquica de mandos a cuyo cargo está la
organización del trabajo.

c') Cláusulas contrarias u los intereses generales de la economía.- -til as-
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-.iículo 4.'1 de la ley cíe Convenios colectivos sindicales se refiere a las cláusulas
que puedan causar graves perjuicios a los interesas generales de la economía.
Es difícil en abstracto delimitar el contenido posible de estas cláusulas. Sím
^mbaEgo. la aplicación de este límite se concreta poniéndolo en relación cor?,
lo previsto en la disposición adicional tercera de la misma ley de Convenios
.colectivos sindicales, según la cual el Gobierno puede acordar, por períodos
..determinados de tiempo, que los convenios que inciden en la marcha genera!.
rde la economía produciendo desviaciones se sometan a la consideración da la
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, antes de su ho-
mologación, la cual podrá imponer las limitaciones o aplazamientos que cen-
•aidere necesarios.

Las restricciones impuestas por el artículo 12 del Decreto-ley 1?.; T.V'II, de
2,0 de noviembre, sobre crecimiento ele les niveles de salarios en los convenios
han sido dejadas sin efecto por el Decreto 2.252/1974, de 9 de agosto.

d') Limitaciones de contenido por la ctmtntt-cictón iiriir.uiada.— Los límites
al contenido del convenio pueden provenir también del condicionamiento im-
puesto por la contratación articulada, en los dos supuestos en Sos cuales se
•/regula ésta en el artículo 5/ da la ley de Convenios colectivos sindicales:

1. Con carácter imperativo han ele observarse en la negociación en ni-
veles inferiores (sector, rama cíe actividad o Empresa) los contenidos que ss
¡hayan fijado en los convenios interprofesionales, ya sean éstos meros convenios-
-juadro o auténticos convenios directamente aplicables cuando no exista otro
.3n niveles inferiores dentro del sector.

2. .Las partes que estipulan los convenios de sector o rama cíe actividao.
pueden pactar que todas o algunas de sus cláusulas vinculen a las partes en 1?.
negociación cíe los de ámbito territorial inferior y en los de Empresa del mismo
;-etto¡? o rama.

En ambos casos se trata de limitaciones a la libertad de pactos de las
partes de los convenios, en virtud de las cuales se incorpora un contemetc
vinculante al que se proyecta establecer en un ámbito inferior ai nivel inter-
profesional o nacional, lo que acarreará la nulidad de pleno derecho de las
cláusulas que se establezcan en violación de aquellos contenidos.

129) Si contrato como límite de la autonomía colectiva.- El convenio colee--
•íivo es una norma mínima para la regulación de las condiciones de trabajo,
¿razón por la cual subsistirán las condiciones más favorables a que las partes
2stén sometidas por obra del contrato individual de trabajo. De ello se deriva
que ios convenios sustituyen automáticamente, por su misma fuerza impera-
tiva, las condiciones menos favorables que las partes hayan podido establece?-
•sn los contratos de trabajo, pero dejan subsistentes las condiciones que supe-
•ren los mínimos fijados en las normas de aquéllos {art. 9." de la ley de Con-
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¿rato de trabajo). Aún más, no pueden establecerse disposiciones en los con-'
venios colectivos por obra ele las cuales se proceda a una sustitución de las.'
dáusulas más beneficiosas fijadas para los trabajadores en los contratos de tra-
bajo, porque e.Uo supondría privar de fuerza reguladora al contrato ds trabajo,-.-
para mejorar las condiciones de trabajo heterónomas, propósito ajeno a ¡OÍ;
principios deí régimen español de contratación colscti%ra.

g*) La? pactos de compensaron de las coíidtaoms más beneficiosas.—••
Puede sucede:' que ciertos trabajadores, dentro del ámbito personal ele aplica-'
•jión del convenio, vengan disfrutando de ciertos beneficios especiales que
tienen su apoyo en ¡a Reglamentación de Trabajo aplicable, en el Reglamento-'
ds régimen interior, en convenios anteriores, en una costumbre laboral o er¿
concusión unilateral ¿s la Empresa, esto es, que descansen tales derechos er-
ara título que no sea el contrato individual de trabajo, razón por la cual xic:

han pasado ?. incorporarse a la «esfera individual ds derechos», que, corno se'
¿;a visto, constituye un límite al poder normativo sindical. Tales beneficios-
especiales o condiciones más beneficiosas, se entiende qu?. siguen siíbsisfisnc.c
sf. no sa establecen cláusulas expresas que les supriman (sentencia del Tribu--
•j.al Supremo de 2C de abril de i%6, 2.9 de abril cíe 1970, 15 de abril cíe i9'j¿
y 7.2. de marzo cía 1972). Sin embargo, el convenio puede, cíe forma exprea y
concreta, suprimirlas, entendiéndose en tai caso que se compensan con otrat;

ventajas acordadas en el mismo.

4> El fortídecimiento de la ¡ase de negociación.—"3A intento legislativo d;;
saipliaf y fortalecer la fase negociadora puede considerarse materializado ei¡;
Síeclida considerable en el nuevo procedimiento previsto para la elaboración
as los convenios, lo que significa, sin embargo, que las representaciones'
profesionales lleguen a acusar el peso del deber de negociar ni que los nuevos
Srámites previstos legalmente diluyan defectos de estructura que condicionar.
V restringen la negociación directa.

Por lo que se refiere a la figura del presidente de la Comisión deliberadora./
la ley de Convenios colectivos precisa que habrá de reunir olas necesarias con-
ciiciones de aptitud, imparcialidad e idoneidad", estableciendo en primer tér-
mino el procedimiento electivo para su nombramiento, realizado en votador:
personal y secreta en la que se precisa del «acuerdo de ambas partes mediante'
la unánime conformidad de todos los miembros de ellas» (art. 12, núm. $, de
ía resolución del secretario de la Organización Sindical de 31 de enero de 1974)/
Cuando no se hubiera alcanzado dicho acuerdo, el presidente será nombrarle
pov el órgano sindical competente. Se agregan también a la Comisión delibe-'
i-'sdora de representantes de las partes un secretario, cuya designación habrá
£e recaer en funcionario sindical en activo {art. 14 de la resolución citacta) y'

28
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".-.os expertos o asesores, que también serán designados por la autoridad sinús-
•c.zi que haya autorizado las deliberaciones. Respecto de estos últimos, el rigo?
de las normas sindicales parece extremado» en cuanto exigen que las paites
habrán cíe solicitar su designación clel órgano sindical «indicando con suficiente
precisión, en orden a la debiela selección cíe aquéllos, la materia acerca de k
"uat necesiten asesoramiento y, en lo posible, las cuestiones a que hay?, cíe
.íeíerirse» {art. 15 de Ja resolución citada).

La entera confianza y aceptación del presidente está en correspondencia
•/:on las funciones que las partes pueden atribuirle en el curso da las delibera-
donas de «dirimir sobre puntos concretos e interesar ds la Organización Sin-
.dical y de los órganos de la Administración pública, a través de la Autoridad
laboral, si lo estimase oportuno los datos a informes precisos para qns la deli-
beración se efectúe con el mejor conocimiento de causa, pudiendo llamar a la
Comisión a asesores o expertos para la debida información de las partes» (ar-
denlo 13, dos, de la ley de Convenios colectivos).

En realidad, la nueva legislación trata de suplir y orillar con esta atribu-
ción de facultades del presidente de la Comisión la incapacidad de las re'pre-
•SftQ'aciones profesionales para aportar tal información y asasorarniento directa-
•siente, defectos éstos en íntima relación con la estructura sindical y la forma-
ción ele las representaciones de las partes.

Un relieve especial asumen las nuevas fórmulas previstas para impulsar el
acuerde ds las partes a través de la conciliación y el arbitraje voluntario en el
•3KCJG ele la Organización Sindical. En concreto, está previsto el arbitraje vokin-
íasrio, según ya se hacía constar, para la determinación del convenio aplica-
ble en caso de concurrencia (art. 6.° de la ley de Convenios colectivos) y, tam-
bién, cuando no se llegase a un acuerdo por las partes en el curso de la nego-
ciación. Para este supuesto, se establece que las partes «podrán designar, er.
.•si seno de la Organización Sindical, a uno o varios arbitros, que actuarán con-
juntamente. La decisión que éstos adopten tendrá la misma eficacia que si
hubiera habido acuerdo de las partes» (art. 15, dos, ley de Convenios coiec-
•íivos; vid., también, art. i9 de la resolución citada). Sin embargo, como trá-
mite obligatorio en los supuestos en que no haya habido acuerdo ni decisión
arbitral se establece un intento de conciliación ante la Organización Sindical,
actuando de moderador quien hubiere autorizado las deliberaciones o persona
que designe {art. 15, tres, de la ley de Convenios colectivos; art. 20 de la reso-
lución citada).

5. Oíros aspectos de la nueva regulación.- Con el Su de hacer una refe-
rencia al menos a otros aspectos de la nueva regulación de los convenios cc-
isctivos, procede relacionarlos y dejar constancia de ios mismos, en e! bien-

«JO
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entendido ele que su tratamiento conjunto en este lugar no implica un juicic
ás valor sobre su trascendencia en el conjunto de la nueva legislación.

Una aportación da gran alcance para poner freno a la inflación ele conve--
:ndos, que iba en aumento, ha sido la de fijar un período de duración mínime
a los mismos de dos años, con la obligación de señalar el incremento salaria!
que, en su caso» corresponda en cada año {art. 11 de la ley de Convenios co-
lectivos). Esta medida se completa con la facilitación de las prórrogas anuales.,,
que suponen obligadamente <>E1 incremento salarial equivalente al aumente
del índice del coste de vida > (art. 16 de la ley de Convenios colectivos). Con
ello se actúa también sobre las repercusiones económicas generales que tiene
la contratación colectiva, debiendo considerarse situadas ambas previsiones en
si contexto de una política de contención de los incrementos salariales masi--
vos y de su repercusión sobre los precios.

Otro aspecto de la nueva regulación que resulta obligado resaltar es la
acentuación del asesoramiento de la autoridad laboral antes de proceder 2
dictar la decisión arbitral obligatoria. La nueva ley de Convenios colectivos
ha previsto una doble audiencia: de la Comisión deliberadora del convenio,
trámite ya configurado en la normativa anterior, y la de una "Comisión ascv
sera designada por la Organización Sindical con representación, paritaria de'
las organizaciones profesionales de empresarios y trabajadores >.• {art. 15, tres,
de la ley de Convenios colectivos). Esta última, precisan las normas sindícale»
cls >.i de enero de 1974, «será designada por el Comité. Ejecutivo Sindical dei
Sindicato Nacional o Comité Ejecutivo del Consejo Sindical Provincial segur.--
el ámbito del convenio. De ella formarán parte, representaciones sindicales ds;
ías organizaciones profesionales de empresarios y de trabajadores y técnicos¡
que necesariamente lian de tener participación paritaria y de ¡os que no se
podrá prescindir en ningún caso por motivo alguno•> (art. 24, núm. 2). La
presencia de. esta Comisión asesora puede imprimir ciertamente ias decisiones-
arbitrales de la autoridad laboral un alcance más real e incisivo, que aproxi-
me dicha norma a ia negociación frustrada, entre otras razones porque ]g
audiencia de dicha Comisión asesora de base paritaria constituye una instan-'
cia imparcial en la que puede apoyarse la autoridad laboral al fundamentar su-
decisión.

La nueva regulación de la figura de la adhesión al convenio y la intro-
ducción ex novo de la extensión del mismo, pueden considerarse un acierto ;.
ia nueva normativa. Por lo que a la primera se refiere, no se limita a la Km-
presa o un grupo de Empresas como en la legislación anterior - sino que
pueden adherirse también a otro convenio e.n vigor de la misma actividad la.'.
Uniones y las Agrupaciones, en su caso, de trabajadores y técnicos y las de
empresarios en el ámbito loca!, comarca!, provincial e interprovincial; coi,:-
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silo se ha abierto la posibilidad ele negociar por reenvío a otro convenio ante'
ñor, también a las unidades de negociación de ámbito geográfico.

La figura de la extensión de la eficacia de ios convenios se ha introducido
por la nueva ley como remedio excepcional que puede decretar el ministro de
Trabajo, de oficio o a iniciativa de la Organización Sindical, (.cuando exista
especial dificultad para la negociación colectiva, que habrá de quedar acre-
ditada...- {art. 19, de la ley de Convenios colectivos), fís este el condiciona-
miento que correspondía añadir a la figura de la extensión en nuestro Dere-
cho del trabajo, donde la eficacia crgn omnss cíe los convenios priva de "sen-
tido a oíros supuestos de aplicación de aquélla en países ele pluralismo sindical.
Sin embargo, también entre nosotros se da en ocasiones una deficiente orga-
nización de las estructuras sindicales, u otras circunstancias patológicas da la.-
mismas, que aconsejan hacer uso de la extensión imperativa de la eficacia de
otros convenios ya en aplicación.

Por último, hay que referirse a los cambios introducidos en torno al pro-
cedimiento previsto para la interpretación con carácter general ele los conve-
nios colectivos. La nueva legislación atribuye esta interpretación a 'da auto-
ridad laboral competente, visto el informe que la Comisión paritaria llevará
con las actuaciones a que se refiere el artículo undécimo» {art. i'¿ da la ley
de Convenios colectivos). Además de la presencia del interés colectivo en el
momento de proceder.se a esta interpretación genera!, hay que destacar la faci-
litación de la misma haciendo desaparecer la legitimación comparativa exi-
gida por la legislación anterior, y cuyos cauces se encargó de precisar la doc-
trina jurisprudencial (vid., así, entre otras, la sentencia del Tribunal Supremo,
Sala VI, cíe 15 de marzo de i9yi). En cambio, la normativa actual establece
que la misma autoridad laboral que haya homologado un convenio colectivo
«podrí interpretarlo, por vía general, a instancia de cualquier interesado» (a<:-'
tículo 16 del RCC).

Con ello se fuerza a la autoridad laboral a utilizar este cauce, solicitando
en todo caso el informe de la Comisión paritaria, para resolver con un acto
que no es una nueva respuesta carente de carácter imperativo, puesto que de-
clara una situación de derecho que es susceptible de impugnación mediante
recursos administrativos y jurisdiccionales. Por ello, contrastan estos efectos
con el valor limitado que se atribuyen a las resoluciones administrativas que
contestan a consultas de los interesados (vid., así, entre otras, la sentencia del
Tribunal Supremo, Sala IV, de -p de octubre de i%7, 2.8 de febrero de i97':v
y 25 y J>.9 de enero de i'̂ 73)- Sin embargo, pese a este importante paso ade-
lante para facilitar la interpretación con carácter general del convenio, inter-
pretación que se incorpora como norma integradora al contenido del mistnc
- -de aquí el interés de que se publique olicia'mente donde lo íue el con--
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-¡/enio—• continúan subsistiendo otras modalidades de interpretación: la inter-
pretación ordinaria por la Jurisdicción, laboral a través de las demandas indi*
vxdualss que se presenten en tal sentido, la resultante de aplicar el procedí.'
miento especial para los conflictos colectivos (arte. 144--150 del texto refundido
ds Procedimiento labora!. Decreto de 17 de agoste de 1973) cuando el con-
ílicío le fuera temilido por la autoridad laboral, y la que surge al resolver
ésta por sí misma el conflicto colectivo de mterpreíadón mediante laude
(artículo 8.", 1, del DCC de 2.3 de mayo ds i9yo). Por lo demás, con la a:n*
pliazión del círculo de sujetos legitimados para solicitar la interpretación
auténtica y con ¡os plazos previstos para que se produzca esta interpretador;.,
se llega prácticamente a privar de consecuencias a la interpretación de ís.
autoricaa laboral a través del procedimiento sancionado;: contenido stz el
Decreto da ?. de junio de 1970, esto es, cuando la Inspección de Trabajo apre-
•ciara que el convenio no se aplicaba correctamente, levantara acta de ivS.T3.c--
-don que, iras la imposición de 1?. sanción por la autoridad laboral, daría lugar
.a un conflicto ele interpretación que se ventilaría primero en vía de recurso
.administrativo y luego por la jurisdicción contencioso-admiaistraíiva.

C) Conclusión: Las tensiones miemos del ?égtr¡i¿it español
de ront'fdiúcióri colectiva

Cuando se contempla la configuración y desarrollo de la contratación ce--
lectiva zn otros ordenamientos y se hace la comparación con. el sistema espa-
ñol, ss advierten tantas diferencias que es preciso msdL* la elasticidad de ias
categorías jurídicas y ponderar seriamente sobre si la peculiaridad de nuestro
régimen de elaboración de normas colectivas, bastante distanciado de los
modelos de negociación colectiva que existen en los países democráticos áe
•Occidente, permite legítimamente seguir utilizando los mismos términos. El.
arrastre histórico, el particularismo del sistema político, la gravitación buró-
cráíica de la Organización Sindical, el desarrollo social y el recrudecimiento
creciente de las tensiones sociales en el mundo laboral español, son factores que
explican los éxitos y los fracasos de una normativa que ha evolucionado lenta'
silente y que continúa transformándose, conservando su estructura básica *xi*
;iiiitiva para acercarse a una normalización institucional... La singularidad ds
¡sste sistema nuestro de contratación colectiva sólo puede describirse, explicarse,
intentando una calificación del régimen positivo con unas categorías jurídicas
•convencionales y válidas en otros regímenes y dejando patente que las íensiO'
:'ies que registra traducen el compromiso difícil de una etapa de traasiciór,,
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1. La intervención sindical y la capacidad convencional de las represen-
taciones profesionales.—La Declaración XIII, núm. 5 del Fuero del Trabajo,
atribuye a los Sindicatos el poder de «intervenir en la reglamentación, vigi-
lancia y cumplimiento de las condiciones de trabajo». Se cosñgsrra, po:.' con-
siguiente, una «intervención sindical» en nuestro Derecho, junto a la isíer-
vet\.aón de! Estado a cargo del Sindicato-corporación de Derecho público de
base representativa <(art. 27, cúm. 6, de la ley Sindical). Sin embargo, la capa-
cidad convencional para establecer los convexiios colectivos, está atribuida a
las Uniones de Trabajadores y Técnicos y a las de Empresarios (arí. i9, c) cíe
la ley Sindical). Tales vJnionss, por otra parte, son ios órganos superiores de
representación, gestión y defensa de los respectivos intereses comunes es sus
¿•."líernteoi dentro de cada Soc!:.cato» {art. ij, núm. 3 cis la ley Sindical}. Pare,
además de órganos del Sindicato, están dotadas tales uniones cíe personalidad!
jurídica y capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, entre los que
figuran !as «representación, gestión y defensa ds los intereses economices, so-
cíales, laborales y profesionales; de sus miembros» {arí. i9, a) de la ley SL~-
dical).

Ssta configuración positiva crea unas tensiones entre la unidad de aceiós.
política y administrativa del Sindicato-corporación y la biíaíeralicas! de ks
organizaciones profesionales en stss distintos niveles, tensiones que van ma-
nifestándose en esferas distintas, pero que tienes, ira mismo centro ::ocah En
ningún momento dsja ¿z gravitar sobre los cometidos propios de las ergan?.--
2aci0n.es profesionales la imagen del Sindicato-corporación, que crea una. c£>
daüzación ¿e todo el procedimiento ele elaboración de los convenios, hace
discurrir por unos cauces no convencionales las tácticas de información, per-
suasión y coerción que las partas negociadoras utiliza- para hacerse entender
y acercarse a sus preferencias reales, decanta el convenio sobre su conteniese
normativo y lo pone en circulación en el mundo jurídico como disposición
oficial. ;

2. Acuerdos intrasindicales para la elaboración de normas colectivas.-—En
el régimen español de contratación colectiva quiebra el mismo concepto áe
convenio colectivo. La imagen de Carnelutti pervive con los años y traspasa
los ordenamientos positivos. Ciertamente también nuestros convenios colec-
tivos tienen «cuerpo de contrato y alma de ley». Pero no es suficiente repetir
unánimemente que el convenio colectivo tiene cuerpo de contrato para con-
cluir que lo sea. Tanto a partir del artículo 1.254 del Código civil, como er:
base a la definición de contrato más general, según la cual para que exista
se requiere un acuerdo de voluntades de dos o más personas (duortifíi veí
plurium consensus) dirigido a crear obligaciones {¡id consUtuev.dum obligatic-

So
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5335»), se llega a la conclusión de que en el convenio colectivo español nc
existen ios elementos mínimos del contrato porque ias partes que intervienen
sn su elaboración no contraen obligaciones por obra del acuerdo; si acaso,
pesan sobre ellas aertos deberes a consecuencia del efecto normativo.

Constituir en partes a ías Uniones de Empresarios y Trabajadores supone
un paso adelante, porque talas organizaciones profesionales están dotadas de
personalidad jurídica y tienen capacidad para obrar, aunque sean también
árganos del Sindicato respectivo (nrí. i9 de la ley Sindical), recayendo en las
mismas la función de iniciativas y de negociación en los ámbitos respectivos
cíe los convenios. Ahora bien, la personalidad jurídica de las Uniones y el re-
coiiociiTuenío de su capacidad convencional no a supone sin más que hayan
Jjygado a constituirse en centros de imputación de obligaciones y, por coiisi--
guiente, de responsabilidades económicas. Con ello, reaparece la misma defi-
ciencia de la legislación anterior: el convenio colectivo español no tiene
'jarte obligacional; de él no se derivan deberes de paz y ejecución leal para
quienes lo establecieron. El hecho de que no se mencione en la nueva ley la
posibilidad ele configurar una responsabilidad por incumplimiento del con-
venio a través de ias cláusulas del mismo, es altamente significativo para negar
la existencia de la parte obligatoria. Pero as que, además de establecerse tales
cláusulas no sería posible su ejecución en una estructura sindical como ia
nuestra, asentada sobre la premisa ideológica de la armonía preestablecida
ds intereses y no sobre la afirmación clsl conflicto y la composición del mis-
mo, -ís impensable, ele momento, que el patrimonio sindical pueda aplicarse
al pago de indemnizaciones por huelgas ilícitas y al reconocimiento de sub-
nidios a los huelguistas.

En este punto, ciertamente, estarnos donde ya nos encontrábamos en iL)2é
con las bases de los Comités paritarios. No es de extrañar que el convenio
colectivo español se impugne en instancias extrañas a las propias partes a
continuación de ser aprobado, porque las partes no firmaron ningún tratado
de paz, sino que fueron requeridas únicamente para establecer unas normas.

A partir de estos datos hay que elaborar la naturaleza del convenio colec-
tivo en el Derecho español. Si el Fuero del Trabajo atribuye al Sindicato-cor-'
poracicn el poder de «intervenir en la reglamentación de las condiciones de
trabajo» (Declaración XIIE, 5) y las Uniones profesionales sólo tienen re«v
nocida la iniciativa y la capacidad convencional para el establecimiento del
convenio colectivo, es patente que éste sigue siendo una norma intrasmáied?
elaborada por órganos del Sindicato, aunque dotados de personalidad jurídica
en la nueva legislación, lo que excluye exista en su nacimiento un verdadero
contrata. La génesis del convenio como norma está en un acuerdo mediante
el cual se actualiza un poder normativo de origen comunitario y corporativo..
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Uiissto que el Sindicato sigue siendo estructura 'ciníegradora de les factores
se la producción» (art. 4." de la ley Sindical).

3. Intervención •administrativa y negociación directa,—Una buena paite
de los preceptos de la LCC en vigor, están sometidos a la tensión resultante
de estos dos polos: conseguir un máximo ds negodacióra directa entre las par'
íes sin abdicar ¡a Administración laboral ni la Organizadán Sindica! de unas
facultades de intervención. La tutela administrativa y la sindicación de las
negociaciones colectivas sa intenta hacerlas compatibles con el pleno desarrollo
de la dinámica de la autonomía colectiva profesional. La tensión, sin embar-
go, determina soluciones insuficientes que privan de capacidad ele organiza-
ción y de efectivo poder de disposición a las representaciones profesionales»
En este ámbito, la intervención arbitral de la Administración laboral, de una
parte, y la exclusión de la huelga como táctica ele coerción en el curso de las
negociaciones, de otra, dejan patente una insuficiencia en la normativa vigente.

En la legislación anterior, las normas de obligado cumplimiento se convir-
tieron en un expediente fácil para eludir el deber de negociación que tienen
las partes, con la intervención reguladora de la autoridad laboral se sustraía a
las partes la elaboración de los convenios colectivos que. entrañaban cierta
dificultad, lo que llevaba a adoptar soluciones intermedias que no satisfacían
al menos a una cíe las partes y que en cualquier caso, suponían una debilita-'
ción cíe la voluntad de hacerse entender, cuando no un abandono de la res-
ponsabilidad. En. la legislación actual se ha intentado evitar la facilidad y la
frecuencia de la decisión administrativa, forzando a las partes a ampliar la
fase de negociación, bien recurriendo al arbitraje voluntario o sometiéndose
en cualquier caso, a un intento de conciliación antes de remitir las actuaciones
a la autoridad laboral para que dicte la decisión arbitral obligatoria. Ha des-
aparecido la que antes se llamaba segunda fase de las deliberaciones, que tenía
lugar ante un funcionario designado por la autoridad laboral. Pese a ello, es
obligado hacer constar que la decisión administrativa de los convenios colec-
tivos sólo debe utilizarse en casos extremos, pero no como solución establecida
y normalizada por la ley. De no ser así. se introduce en el sistema de rela-
ciones laborales un cuerpo extraño que impide llegue a afianzarse un verda-
dero espíritu de negociación y entendimiento directo entre las partes, porque
siempre es posible que alguna de éstas no esté dispuesta a negociar confiando
en la intervención arbitral del Estado.

De otra parte, la negociación colectiva no puede prescindir de la Iiuelg;1.,
lo que tiene lugar cuando .se la excluye, de forma sistemática o reduciéndola 2
un condicionamiento tan complejo que se hace prácticamente imposible su
lícito ejercicio. Y ello, porque una negociación colectiva sin posibilidad de

85
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í' k huelge, en casos esíferass nc rmwjíe aboca? a un equilibrio
SEA ).?. fxc.euírrencia ecoriémkí. ente?, la efeíía ¿e niales C.P. ebf:;:. y 3'.:

rsíribudós. La [josiorJidad de liegas:- E la huelge es para las asociaciones tra-
bajaccran ua íacíos: ás equilibnc que refueza su cxsatiicíáís ¿e parís en «.*.
córvenlo que se preten&e celebrar, ¡porque siempre se ha ds contar pars. que
las ^.?.goda¿o::es alcaacsn un <;esu!iíadís equiíaávo Í:O51 uaa rissr£a sgua!da¿

aeres iraasacc.cj.aks.
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